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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señora Representante Margarita Percovich. 


MIEMBROS: Señores Representantes Jorge Barrera, Alejo Fernández Chaves, Felipe Michelini, Diana 
Saravia Olmos, José Luis Veiga y Jorge Zás Fernández. 


INVITADOS: Por la Intergremial Marítima y Portuaria, señores Guillermo Laurido, Luis Ayres, José 
Franco y doctor Gustavo Aceiro, delegados. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración da la bienvenida a la delegación de la Intergremial Marítima y Portuaria, integrada 
por los señores Guillermo Laurido, del Centro de Maquinistas Navales, Luis Ayres y José Franco, a 
efectos de analizar un decreto del Poder Ejecutivo que consideran que les ocasiona algunos perjuicios. 


SEÑOR LAURIDO.- Antes que nada, queremos agradecer a la Comisión por la prontitud con que 
resolvió recibirnos para tratar esta problemática en la que se nos va la vida en lo laboral y en lo 
profesional. 


Como ustedes sabrán por el material que les alcanzamos, el Decreto N” 19/003 de enero de este año, 
publicado en el Diario Oficial el 24 de enero, es un decreto reglamentario de una ley que aprobó este 
Parlamento el 19 de marzo de 1993. Esa ley aprobó en todo su contenido un convenio internacional, cuya 
sigla en inglés es SICW 7895, que significa convenio sobre la formación, titulación y guardia de la gente de 
mar; convenio 78 con su modificativo en el año 1995. La Ley_N? 16.345 nunca había sido reglamentada, 
pasaron casi diez años y ninguno de los Ministerios a los cuales les competía lo hizo. Me refiero al Ministerio 
de Relaciones Exteriores, por ser un convenio internacional, al Ministerio de Defensa, por ser la autoridad 
marítima dependiente de la Prefectura Nacional Naval, y al Ministerio de Educación y Cultura. Este último 
fue incluido en esa ley de 1993 a instancias de los gremios marítimos, porque al momento de la votación 
estuvo a punto de quedar fuera. A instancias del entonces senador Batalla, que era miembro informante, 
concurrimos al Parlamento con autoridades de la educación, de la Escuela Técnica Marítima y logramos que 
se incluyera al Ministerio de Educación y Cultura como parte del convenio, dado que es un convenio de 
formación. Si bien en el Uruguay la formación de una parte de los marinos mercantes, pilotos y maquinistas 
se realiza en la Escuela Naval, dependiente del Ministerio de Defensa Nacional, también hay un instituto civil 
que depende de la ANEP, ex UTU, que es la Escuela Técnica Marítima. 


Este convenio internacional establece -y el propio decreto de enero lo recoge—que no tiene aplicación en los 
buques de guerra, en buques de construcción antigua de madera, ni en buques de recreo. Por lo tanto, uno de 
los primeros cuestionamientos que hacemos a este decreto es que lo haya reglamentado el Ministerio de 
Defensa Nacional. Se hacen inclusiones de la Escuela Naval, se le dan competencias, se crean figuras 
jurídicas que no existen en el convenio original. Por ejemplo, crea una Unidad Coordinadora donde van a 
tener voto cuatro militares, todos dependientes del Comando General de la Armada: la Escuela Naval, la 
Escuela de Especialidades de la Armada, el DIPER -Dirección General de Personal Naval- y la Marina 
Mercante. Además, hay una contradicción. Por ejemplo, la Escuela de Especialidades de la Armada no es una 
escuela de formación de personal civil, es una escuela propiamente de formación de los militares. Es decir, 
no tiene absolutamente nada que ver con nuestra profesión. Somos marinos mercantes; somos marinos civiles 
que hemos optado por una carrera totalmente civil y comercial. 


El decreto recoge estas contradicciones. Asimismo, en un artículo expresa que los marinos militares van a 
pasar a formar parte de la Marina Mercante solo con concurrir a esta Unidad Coordinadora y, en otro, 
establece que los tiempos a considerar van a ser los navegados en buques de pesca, buques mercantes, buques 
de ultramar o buques cabotaje, nunca dice que se va a contabilizar el tiempo en buques de guerra. 


Quiero señalar que el año pasado el Centro de Maquinistas Navales, junto con la Comisión de Educación y 
Cultura de la Central del PIT-CNT, tuvo acceso al primer documento que el Ministerio de Defensa Nacional 
presentó al Ministerio de Educación y Cultura para su consideración y posterior firma. A raíz de nuestra 
intervención, cuando estaba a punto de firmarlo el Ministro de entonces, se hizo una reconsideración; se dio 
vistas a ANEP- UTU que no sabía absolutamente nada de que se estaba a punto de concretar un proyecto de 
decreto. Como consecuencia, el Ministerio de Educación y Cultura creó un ámbito de discusión en el que 
estábamos integrados los maquinistas, los pilotos y capitanes mercantes, la ANEP-UTU y también la 
Armada. De ahí surgieron conversaciones y reuniones mensuales hasta diciembre. Pero, convocados para una 
reunión a fines de enero, cuando ANEP-UTU se comprometió a hacer un nuevo articulado porque le habían 
dado vistas al expediente y elevado al Ministro para que no firmara en estas condiciones este proyecto de 
decreto, sin decir nada, ni siquiera a la propia UTU, salió el decreto. Inmediatamente, presentamos el recurso 
de revocación y la acción de amparo. También lo presentó ANEP-UTU porque se sintió invadida en sus 
competencias, estrictamente en el área de la educación; inclusive, se viola la ley de educación de 1985 y el 
artículo 202 de la Constitución de la República. 


Todo esto fue presentado no solo por el Centro de Maquinistas Navales, sino también por el SUNTMA - 
sindicato que nuclea a los marineros y demás personal subalterno de buques de pesca y transporte marítimo- 
y por UCOMAR -Unión de Capitanes y Pilotos de la Marina Mercante. Quisiera que mi compañero Ayres, 
Jefe de Máquinas, pudiera argumentar nuestra acción de amparo en el Juzgado de Primera Instancia de lo 
Contencioso Administrativo que fuera presentado por el doctor Aceiro, a quien estamos esperando, donde 
presenta sucintamente todas las competencias que se ven violadas y que contradicen totalmente el espíritu de 
una profesión en la que estamos siendo auditados y se nos está dirigiendo una carrera por parte de personas 
que no sabemos cuáles son sus competencias. Es como que los médicos estuvieran reglamentando la carrera 
de los arquitectos. Consideramos que esto es peligrosísimo para nuestra profesión, porque están en juego 
convenios internacionales. Uruguay ha logrado estar incluido en lo que se llama Lista Blanca de OMI - 
Organización Marítima Internacional-, que significa que nuestro país es reconocido como que sus 
documentos de mar, sus titulaciones y refrendos son de primera categoría y fiables. En el ámbito marítimo de 
todo el mundo documentos falsos. Uruguay es reconocido como que sus documentos son de primera calidad. 
Chile ha perdido su titulación -creemos que circunstancialmente- por haber sido otorgada por un Instituto 
Militar. Rápidamente las autoridades de la educación y de la Marina Mercante chilena están tratando de 
trasladar la titulación de los marinos mercantes fuera del área militar. Yo tengo en mi poder cómo resolvió 
España este tema y cedió los mecanismos para hacer un decreto reglamentario de su ley, que se llama Real 
Decreto, y que en pocas páginas soluciona el tema. En dicho decreto se mencionan continuamente las 
palabras “buques civiles” y “marinos mercantes civiles”. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Cuando se refiere a los documentos falsos, ¿cuáles son? 


SEÑOR LAURIDO.- A nivel internacional nosotros navegamos con la libreta de embarque, nuestro 
título y el refrendo, que da validez internacional a nuestro título, es decir, que refrenda el título que 
tenemos. 


Nosotros sabemos -también las autoridades de la Marina Mercante nos lo han mencionado- que han 
aparecido documentos apócrifos a nivel internacional, inclusive, algunos uruguayos, donde la persona que 
aparecía en ese documento tenía un nombre ucraniano. Esas cosas ponen en riesgo nuestra profesión, y el 
hecho de que Uruguay esté dando sus titulaciones dentro de la marina de guerra puede hacer que perdamos 
nuestra condición de Lista Blanca de la Organización Marítima Internacional. 


SEÑOR AYRES.- El compañero ha desarrollado los conceptos fundamentales del tema que nos ha 
traído aquí. 


Voy a hacer un resumen del desarrollo que hizo el señor Aceiro fundamentando los conceptos más 
importantes de este decreto. 


Entendemos que el Decreto N* 19/003 vulnera y/o incumple diversas disposiciones del Convenio de la 
Organización Marítima Internacional, STCW 78 y enmiendas ulteriores. El convenio define a la parte como 
el Estado y a la administración como el gobierno de la parte en el artículo 2*, literales A) y B) del Convenio 
Internacional. El Decreto N* 19/003 define a la administración marítima como al Comando General de la 
Armada, en el artículo 2” del Decreto N* 19/003. El Decreto N* 19/003 atribuye competencias a lo que define 
como autoridad marítima Prefectura Nacional Naval y DIPER y autoridad marítima competente en todo caso 
al organismo dependiente del Comando General de la Armada, que es la administración marítima de acuerdo 
al decreto impugnado, artículo 2%, numerales 4 y 5 del Decreto N* 19/003. En tanto, esas mismas 
competencias en el STCW 78 corresponden a la administración o sea al gobierno de la parte, gobierno 
nacional, ya que expresamente el STCW 78 no menciona ninguna autoridad marítima ni autoridad marítima 
competente. Tales autoridades no están creadas en el convenio citado ni en la Ley N* 16.345, por lo que 
carecen de base legal. Tanto en las definiciones de título como de certificado el decreto es antijurídico porque 
exige que los mismos sean aceptados por la autoridad competente o la autoridad marítima, artículo 2, 
numerales 13 y 51 del Decreto N* 19/003. El convenio STCW 78 y enmiendas aluden a que ambos, título y 
certificado, sean expedidos y reconocidos por la Administración, en el sentido del gobierno de la parte, o sea 
el gobierno nacional. El Decreto N* 19/003 crea una Unidad Coordinadora sin basamento jurídico alguno; ni 
el STCW 78 y enmiendas ulteriores ni la propia Ley_N* 16.345 mencionan o habilitan la existencia de una 
Unidad Coordinadora con las exorbitantes potestades que le asignan los artículos 10, 11 y 5 del Decreto 

N* 19/003. Conforme a los principios generales del Derecho Público, es de precepto que la creación de un 
organismo o entidad pública o estatal del tipo que fuere requiere creación legislativa o habilitación 
legislativa, extremo ausente en la causa. Ergo: la Unidad Coordinadora no tiene fundamento legal alguno. 
Nótese que la integran, de acuerdo al Decreto N* 19/003, los Centros de Formación existente al momento de 
dictarse el decreto, o sea, en términos del mismo, la Escuela Naval, la Escuela de Especialidades de la 
Armada y la Escuela Técnica Marítima de UTU y la coordina DIPER, Dirección General de Personal Naval 
de la Armada Nacional. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Disculpe, señor Ayres, pero usted está haciendo referencia a parte del 
material que nos acercaron para que nosotros tuviéramos una idea de cuál era planteo que deseaban 
realizar. 


Mi sugerencia es que, si lo desean, complementen o agreguen algún otro elemento porque ese material ya lo 
tenemos junto a otras informaciones. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- El señor Ayres leía el texto del recurso de amparo presentado. ¿Qué 
destino judicial tuvo ese recurso de amparo? 


SEÑOR AYRES.- Estamos en una prórroga de tiempo a la espera de los acuerdos que se logren en la 
Comisión negociadora que fue creada para estudiar el decreto vigente que ha sido impugnado. Basado 
en eso, y como no tenemos participación en la Comisión negociadora, no podemos presentar ningún 
informe sobre la etapa de negociación para que la Jueza pueda fallar a favor o en contra de la solicitud 
de amparo. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- ¿Quiénes integran la Comisión negociadora? 


SEÑOR AYRES.- La Comisión está integrada solamente por Oficiales de la Armada -que defienden su 
condición frente al decreto; no sabemos por qué y queda la interrogante- y por abogados de UTU, que 
hacen todo lo posible por defender la organización de enseñanza civil, pero no son idóneos en el tema y 
no lo conocen porque no son marinos; simplemente tienen buena voluntad para defenderla. 


SEÑOR FRANCO.- Quería hacer algunas puntualizaciones. Como complemento de la información 
solicitada por el señor Diputado Fernández Chaves, a través de estos mecanismos se otorga lo que 
nosotros llamamos los cursos OMI, es decir, cursos de la Organización Marítima Internacional, que 
nos acreditan conocimiento en alguna materia, como puede ser control de averías, incendios, primeros 
auxilios, etcétera. Además, no voy a repetir lo que decían los compañeros con respecto a los refrendos 
de titulación. 


Por otro lado, quiero plantear que la impugnación que hacemos es, en primer lugar, a la filosofía del decreto, 
que pone en la órbita militar todo lo que es la formación del marino civil. Por lo tanto, ese es el primer 
rechazo que tenemos en torno a este decreto. 


En segundo término, elimina un ámbito -y aquí viene el complemento a esa inquietud que tenía el señor 
Diputado-, que es recomendado por todos los organismos internacionales, en el sentido de que en materia de 
reglamentación, la actividad debe hacerse en ámbitos tripartitos, donde deben estar representadas las 
organizaciones profesionales. En este caso, lo obvia, y cuando todos estábamos expectantes para ser 
convocados porque habíamos accedido al anteproyecto del decreto -inclusive, en alguna oportunidad, el 
Centro de Maquinistas Navales fue convocado-, nos encontramos con la sorpresa de que este decreto aparece 
firmado en forma unilateral e inconsulta, lo que provocó alarma por parte de la ANEP, razón por la cual 
planteó esa negociación. Entonces, se instauró ese ámbito bipartito entre el Ministerio de Defensa Nacional y 
el Ministerio de Educación y Cultura para tratar de resolver esencialmente lo atinente a la formación, a la 
educación. 


Además -y esta es nuestra preocupación-, el decreto -que tiene más de cien artículos- incursiona en lo que 
tiene que ver con las relaciones laborales, lo que nos afecta a los trabajadores. Por la vía de los hechos, la 
autoridad marítima a través de resoluciones marítimas establece determinadas reglamentaciones que no 
tienen más ámbito que el de la actividad marítima. Entonces, en ese caso, violentando la Ley N* 16.387, que 
es la ley de embanderamiento, y su decreto reglamentario N* 426, establece la forma de reglamentar la 
tripulación mínima de seguridad y la tripulación necesaria para la explotación comercial del buque. Nosotros 
por uso, costumbre y también por la propia normativa, nunca cuestionamos que el establecimiento de la 
tripulación mínima de seguridad lo estableciera la autoridad marítima. Entendemos por tripulación mínima de 
seguridad la necesaria para que un barco sea trasladado de un lugar a otro con seguridad, pero el 
establecimiento de la tripulación necesaria para la explotación comercial siempre se ha hecho a través del 
convenio con las organizaciones profesionales. Es más: en el artículo del decreto reglamentario de esa ley 
que señalábamos se establecen los mecanismos para la negociación, pero una vez llegado a un acuerdo entre 
las partes, dicho acuerdo quedará incorporado como convenio colectivo. Entonces, a través de una resolución 
marítima esto se elimina y se pone en manos del empresario, en forma unilateral, la potestad de establecer 
tanto la tripulación mínima de seguridad como la tripulación para la explotación comercial. Esto, que fue 
impugnado por los gremios -ya alguno, como el del Centro de Maquinistas Navales ha sufrido las 
consecuencias-, significa que en forma unilateral, por ejemplo, un empresario reduce la tripulación y 
entonces puede bajar de la dotación a un maquinista. Sin embargo, eso que fue recusado por los gremios, en 
el decreto aparece de hecho al establecer la cantidad de tripulantes para determinados buques. Y pone esa 
potestad que decía en un organigrama que verán los señores Diputados en los anexos, donde se incorpora este 
mecanismo. Esto es incursionar en lo que es la relación laboral. Por lo tanto, en ese sentido, nosotros también 
estamos impugnando este decreto. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- En estos momentos, ¿el decreto no se está aplicando? 


SEÑOR FRANCO.- El señor Ayres señalaba que al haberse constituido ese ámbito bipartito, el decreto 
se dejó en suspenso hasta ver las modificaciones que se podían hacer. Pero volvemos a insistir en que 
prácticamente la acción de los profesionales de ANEP, del Ministerio de Educación y Cultura se limita 
a lo concerniente a la educación, no así a las otras cosas que a nosotros nos afectan, como el tema de las 
titulaciones, etcétera. 


(Ingresa a Sala el doctor Gustavo Aceiro) 


SEÑOR ACEIRO.- Como llegué tarde por razones de trabajo, no quiero entorpecer el desarrollo de la 
Comisión, pero quería hacer una precisión a lo manifestado por el señor Diputado. 


El Decreto N* 19/003 está vigente; formalmente lo están aplicando. En los hechos, en virtud de que esa 
Comisión bipartita entre Prefectura y ANEP ha estado funcionando y no ha terminado -por lo menos, 
oficialmente es la información que tenemos-, no lo están aplicando. Pero, teóricamente, sería aplicable. El 
texto del nuevo proyecto sería derogatorio del Decreto N* 19/003 y, por lo tanto, eso implica que ese decreto 
tendrá un período de vigencia de varios meses. 


En relación a una versión extraoficial a la que pude acceder -pero, de todas maneras, no es algo oficial ni 
definitivo-, da la impresión de que como lo mencionó el anterior expositor, los aspectos académicos o 
educativos habrían sido revisados para contemplar los intereses de ANEP, pero hay varios puntos que 
quedaron un poquito dejados de lado desde el punto de vista de las instituciones profesionales involucradas. 


Ahora respecto a algunos conceptos básicos, desde nuestro punto de vista, en lo que tiene que ver con la 
administración marítima y autoridad marítima, no ha habido cambios sustanciales, por lo menos por lo que 
sabemos hasta hoy. En lo que refiere a qué expectativa tenemos nosotros respecto a la Comisión, supongo 
que es algo que deben tener más o menos claro todos los integrantes de la Comisión, pero lo voy a sintetizar 
en pocas palabras. En primer lugar, el Decreto N* 19/003 lo que hace es reglamentar no una ley sino un 
convenio internacional. En segundo término, la intención del legislador en el año 1993 fue apuntar a la 
creación de un Instituto de Formación Naval. Y cuando hablamos de un Instituto de Formación Naval único 
nacional, nos referimos a la formación de la marina no militar. Naturalmente, de acuerdo al perfil o a las 
características que se le ha dado a la reglamentación a través del Decreto N” 19/003, entendemos que se 
separa un poco de los lineamientos consagrados en la Ley_N? 16.365 y, por supuesto, en el convenio. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero agradecer la presencia del Centro de Maquinistas Navales del Uruguay. 


En esta difusión de los problema que les está causando la reglamentación a través del Decreto N* 19/003 del 
Convenio Internacional sobre Normas de Formación, Titulación y Guardia para Gente de Mar han venido a la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación y Administración de la Cámara. En el ámbito parlamentario, 
¿han visitado otras Comisiones? ¿Qué están solicitando específicamente que haga esta Comisión o las otras 
que hayan visitado, más allá de informarnos? 


Más allá de la acción de amparo, han apuntado a la revocación del decreto. Entonces, quisiera saber en qué 
etapa se encuentra ese recurso administrativo. 


SEÑOR ACEIRO.- Voy a comenzar por el final. 


Oportunamente, se interpusieron los recursos administrativos de estilo en estos casos ante el Poder Ejecutivo, 
todos los Ministerios y Presidencia de la República. En el caso de los Maquinistas Navales, lo hizo el doctor 
Raso, en el caso de UCOMAR lo hice yo, y en las acciones de amparo intervine yo en ambos casos. Con 
relación a las demás Comisiones legislativas, no lo puedo asegurar, pero los aquí presentes podrán 
confirmarlo, tengo entendido que se han preocupado por el tema y han trasmitido sus inquietudes a las 
Comisiones de Defensa Nacional, de Transporte y Obras Públicas y de Educación y Cultura de ambas 
Cámaras. 


En cuanto a qué esperamos nosotros del Poder Legislativo, una posibilidad -lo digo a título personal y con 
esto no quiero comprometer en lo más mínimo la decisión de las instituciones o de los centros involucrados- 
que se me ocurrió sería la creación de una ley interpretativa del alcance de la ley aprobatoria del convenio 
para, de alguna manera, no dejar en una especie de nebulosa los límites cuestionados que fueron 
precisamente establecidos en la reglamentación. Si hubiera una ley interpretativa habría que atenerse a la 
intención del legislador en esos aspectos de la reglamentación que entendemos que no son compatibles con el 
convenio y con el espíritu de la ley. Pero, en este caso, no la tenemos. Entonces, esa podría ser una de las 
posibles expectativas o inquietudes que nosotros tenemos. 


Obviamente, el convenio ya está aprobado. Por lo tanto, no vemos que exista la posibilidad de sancionar otra 
ley, salvo que sea de carácter interpretativo. 


SEÑOR PRESIDENTA.- La Comisión agradece vuestra visita. Seguramente pediremos información a 
las otras Comisiones que están involucradas para ver si han tratado ese tema y si ha habido alguna 
reflexión o algún otro contacto con el Poder Ejecutivo. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


